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Y, como conclusión, hemos de destacar que no obstante los graves problemas de tramitación en plazo que afronta 
la RMISA desde su nacimiento en enero de 2018, estos incidentes han sido menos acusados cuando se ha tratado de 
procedimientos iniciados al amparo del procedimiento de urgencia social.

1.7.2.9.2 Dependencia

En el Sistema de la Dependencia no hemos tenido particularidades dignas de reseñar durante el año 2018, 
atinentes a la igualdad y a la perspectiva de género, que constituyan diferencias con respecto a un escenario ya 
largamente revelado, como es el de la importancia que representa la implicación femenina en el sostén de los 
miembros más vulnerables de la unidad familiar, en sentido amplio.

Como supuesto aislado, citaremos el caso de una persona mayor, de 91 años, cuyas hijas instaban la necesidad 
urgente de que accediera a un Centro residencial, por cuanto nos decían que su madre estaba en situación de 
dependencia al padecer demencia senil y se enfrentaba a quedar al arbitrio de un marido que no le había dispensado 
nunca un trato adecuado.

La promotora de la queja relataba que se ha visto obligada a sacar a su madre del domicilio familiar, en el que 
residía junto a su marido y padre de la compareciente, debido a que este siempre ha sido violento y alcohólico y su 
madre se encontraba en situación de riesgo permaneciendo a su lado en estado de desvalimiento.

Ciertamente, hubiera sido este uno de los supuestos en que el acceso a una residencia de la afectada, podría 
haber tenido lugar con carácter prioritario, tal y como preceptúa la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Protección Integral contra la Violencia de Género y la Ley 13/2007 de Andalucía.

Ambas leyes consideran que las mujeres víctimas de violencia de género son colectivos prioritarios en el acceso 
a residencias públicas para mayores, en los términos que determine la legislación aplicable, a las que añade las 
mujeres con discapacidad, la ley andaluza.

Sin embargo, es cierto que para ello es preciso acreditar la condición de víctima de violencia de género, 
conforme a los medios que establece la ley. Y, en el caso que nos trasladaba la hija de la dependiente, nunca 
había mediado denuncia. Únicamente, en el año 2015 las hijas habían interpuesto denuncia contra su padre, con 
ocasión de la agresión del padre a una de las hijas, aludiendo también en aquélla a la situación de maltrato sufrida 
por su madre.

La dependiente, -con la que hemos de decir que nunca mantuvimos contacto directo y que presentaba 
además, como adelantamos, demencia senil-, acabó accediendo a una residencia, pero por la vía general del 
Sistema.

1.7.2.10 Violencia de Género

Como ya decíamos en nuestro Informe Anual correspondiente a 2017 el número de quejas que se 
presentan en materia de violencia de género es realmente poco significativo si lo comparamos con el volumen 
de quejas que se plantean en otras materias y con el número de estas a las que se les asigna la materia 
transversal “igualdad”, siendo las situaciones de violencia de género en la que las desigualdades de género son 
más evidentes y patentes.

Uno de los ataques más flagrantes a los derechos fundamentales como la libertad, la igualdad, la vida y la seguridad 
y la no discriminación proclamados en nuestra Constitución y, en definitiva, que constituye una violación grave de 
los derechos humanos de las mujeres y un obstáculo fundamental para la realización de la igualdad entre mujeres y 
hombres, lo constituye la violencia de género, a la que los poderes públicos no pueden ser ajenos. Esos mismos poderes 
públicos tienen, conforme a lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Constitución, la obligación de adoptar medidas de 
acción positiva para hacer reales y efectivos dichos derechos, removiendo los obstáculos que impiden o dificultan su 
plenitud.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2017/index.php/informe-anual-completo-indice/capitulo-1-actividad-por-materias/1-6-indice/1-6-igualdad-de-genero/1-6-2-analisis-de-las-quejas-admitidas-a-tramite/1-6-2-10-violencia-de-genero
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Reconociendo esta realidad y en cumplimiento de la obligación de garantizar los derechos constitucionales de 
quienes, directa o indirectamente, sufren las consecuencias de este tipo de violencia, la Ley Orgánica 1/2004, de 
28 de diciembre de medidas de protección integral contra la violencia de género, pretende «proporcionar una 
respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las mujeres» que, en la actualidad, se ha hecho extensiva a las 
personas menores a su cargo.

En efecto, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia 
de género, constituye el marco normativo regulador en nuestro país, de las actuaciones de los poderes públicos 
en materia de violencia de género y desde su aprobación, se han dado pasos muy importantes en su desarrollo y 
cumplimiento, como ha sido la aprobación de Planes de Acción e instrumentos de coordinación y seguimiento, 
siempre con el último objetivo de conseguir la erradicación de la violencia de género.

No obstante el tiempo transcurrido desde su aprobación, las novedades normativas producidas tanto en el marco 
europeo como a nivel nacional, y que pese a estos avances legales en la lucha contra la violencia de género, las 
mujeres siguen siendo controladas, amenazadas, agredidas y asesinadas, por lo que se ha planteado la necesidad de 
la modificación, actualización y adaptación del texto vigente, así como nuevos desarrollos normativos.

En relación a la normativa internacional, en especial, cabe citar el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención 
y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, conocido como Convenio de Estambul, de 11 de 
mayo de 2011, que ha sido ratificado por el Reino de España con fecha 18 de marzo de 2014, entrando en vigor el 1 
de agosto de ese mismo año, siendo el primer instrumento europeo de carácter vinculante en materia de violencia 
contra la mujer y violencia doméstica y el tratado internacional de mayor alcance para hacer frente a esta grave 
violación de los derechos humanos.

Igualmente, hay que destacar la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre 
de 2012, en la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de 
delitos, que ha sido incorporada al ordenamiento jurídico español mediante la Ley 4/2015, de 27 de abril, del 
Estatuto de la víctima del delito.

En cuanto a la normativa nacional, han sido especialmente relevantes la modificación de la Ley Orgánica 1/2004, 
por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia 
y la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, que 
extiende a las hijas e hijos de mujeres víctimas la consideración de víctimas de violencia de género, y les otorga la 
misma protección que a sus madres.

Asimismo, el 28 de septiembre de 2017, se aprobó por el Pleno del Congreso de los Diputados el Pacto de 
Estado en materia de Violencia de Género, elaborado por la Subcomisión creada al efecto en el 
seno de la Comisión de Igualdad, que propone y promueve una serie de actuaciones, agrupadas según el tipo de 
políticas públicas y que se han concretado en 214 medidas.

Pues bien, las Defensorías de los derechos fundamentales y libertades públicas de España, llevaron a cabo la 
elaboración de informes a fin de valorar las medidas de protección integral contra la violencia de género previstas 
en la Ley Orgánica, por cuanto que en este indeseable fenómeno, más allá de su represión penal, en la lucha para su 
total erradicación, es crucial la intervención de la Administración a favor de la autonomía e independencia social 
de la víctima.

Los informes elaborados por las Defensorías de los derechos y libertades en España así lo reflejan. La realidad 
expuesta en cada uno, al margen de algunas disparidades organizativas, han permitido extraer unas conclusiones 
de conjunto que han sido expuestas públicamente mediante una Declaración conjunta del Defensor 
del Pueblo de España y las Defensorías de las Comunidades Autónomas, en el marco de la XXXIII Jornadas de 
Coordinación de Defensores del Pueblo que bajo el título “Atención a las mujeres y a menores víctimas de violencia 
de género”, se celebraron los días 23 y 24 del pasado mes de octubre, en la sede del Sindic de Greuges de la 
Comunidad Valenciana.

http://www.violenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/pactoEstado/docs/Documento_refundido_PEVG_.pdf
http://www.violenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/pactoEstado/docs/Documento_refundido_PEVG_.pdf
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Las consideraciones presentadas por las Defensorías ponen especial acento en los problemas revelados como 
comunes y generales, antes que descendiendo a particularidades de cada territorio, de las que se han derivado una 
serie de propuestas consensuadas, unas de carácter general y otras de carácter particular, tendentes a la superación 
de esas problemáticas.

Es preciso tener en cuenta que dichas propuestas responden a una valoración general del estado de la cuestión en 
el conjunto de Comunidades Autónomas, y que soslayan, en consecuencia, las diferencias territoriales de aspectos 
singulares. Por esta razón, se debe hacer constar que no todas las propuestas son igualmente aplicables a todos los 
territorios, en la medida en que en algunos de ellos las deficiencias detectadas ya están encauzadas, como es el 
caso de nuestra Comunidad Autónoma, cuya nueva Ley 7/2018, de 30 de julio, por la que se modifica la Ley 13/2007, 
de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género, ya recoge 
gran parte de las propuestas formuladas por las Defensorías lo que, como no puede ser de otro modo, valoramos 
positivamente.

En cualquier caso, hemos estimado oportuno, trasladar a la consejería competente por razón de la materia, 
la Declaración a la que venimos haciendo referencia, con la finalidad de que se asuman las Recomendaciones y 
Sugerencias que contiene por la Administración Autonómica en lo que atañe a las competencias que tiene asumidas 
en esta materia, lo cual, a nuestro juicio, en parte y en algunos aspectos, va a depender del adecuado desarrollo 
reglamentario de la nueva Ley 7/2018, de 30 de julio.

A fecha de cierre de la redacción de este Informe Anual, hemos recibido respuesta de la Viceconsejería de la 
actual Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local manifestando que se asumen todas las 
recomendaciones y sugerencias formuladas en lo que atañe a las competencias asumidas normativamente por la 
Dirección General de Violencia de Género.

Asimismo, es importante poner de manifiesto que la violencia de género tiene un enfoque transversal sumamente 
importante ya que no es infrecuente que las mujeres reconocidas como tales víctimas esgriman esta consideración 
como circunstancia agravante de la situación en la que se encuentran, fundamentalmente, en las quejas relacionadas 
con la carencia o insuficiencia de recursos económicos para poder satisfacer sus necesidades básicas y las de las 
personas menores a su cargo, tal como hemos visto en los apartados precedentes relativos a materias tales como 
vivienda.

Con independencia de ello, la violencia de género tiene un enfoque administrativo importante, centrado en la 
víctima, relativo a los recursos y ayudas de que puede beneficiarse, en el que sí cabe y es de utilidad la intervención 
de la Defensoría, por cuanto que los procedimientos regulados para ello son eminentemente administrativos 
centrándose nuestras intervenciones ante el órgano administrativo que en cada caso sea competente.

Así, en cuanto a las ayudas económicas para las víctimas de 
violencia de género, en 2018 hemos continuado con la tramitación 
de la queja 17/3893, en la que la compareciente, de 41 años de 
edad y madre de una menor, explicaba que como consecuencia 
de la denuncia interpuesta en el año 2015 contra el que fuera su 
marido, como víctima de violencia de género, fue atendida en el 
Instituto Andaluz de la Mujer de Málaga en el que se le facilitó la 
correspondiente terapia psicológica, dado que padecía depresión y 
le tramitó una ayuda destinada a las víctimas de violencia de género 
que acrediten insuficiencia de recursos y especiales dificultades para 
obtener un empleo.

En noviembre de 2015 se presentó dicha solicitud debidamente cumplimentada y acompañada de todos los 
documentos acreditativos de la situación de la peticionaria, perceptora de 528 euros mensuales en aquel momento, 
que a la fecha de su queja eran 637. En marzo 2016 le fue concedida la subvención en cuestión, después de aportar 
toda la documentación, ascendente al importe de 5.112 euros, que le fueron ingresados.

“Ayudas 
económicas 

para las víctimas 
de violencia 
de género”



p.245 1.7. Igualdad de género

Sin embargo, ya en 2017 se le remitió resolución de reintegro del importe de la subvención, incrementado en los 
intereses devengados, contra la que presentó recurso que fue desestimado y planteándosele el problema de tener 
que devolver una suma superior a la recibida, careciendo de recursos para ello. La afectada se sentía engañada, ya 
que, según ella, todos los trámites fueron guiados por el Instituto Andaluz de la Mujer (IAM).

Tras solicitar los correspondientes informes al citado organismo y oídas las alegaciones de la interesada, al amparo 
del artículo 29 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, reguladora del Defensor del Pueblo Andaluz, podemos valorar 
lo siguiente:

El régimen jurídico específico aplicable al caso que nos ocupa lo constituyen la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género,que establece en su artículo 
27 el derecho a percibir una ayuda económica a las mujeres víctimas de violencia de género y el Real Decreto 
1452/2005, de 2 de diciembre, por el que se regula la ayuda económica establecida en el citado precepto de 
la Ley Orgánica 1/2004, por el que se garantiza a las víctimas de violencia de género la percepción de una 
ayuda social cuando se sitúen en un determinado nivel de renta y se presuma que, debido a su edad, falta 
de preparación general o especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades para 
obtener un empleo.

La administración general del Estado es la que financia estas subvenciones en cuantía del 100% y son concedidas y 
abonadas en un pago único por las comunidades autónomas, de conformidad con sus normas de procedimiento y 
el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad reembolsa su importe íntegro a las comunidades autónomas 
que hubieran efectuado el pago, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

De la información recibida y de la documentación aportada por la interesada se constata que la ayuda a la que nos 
venimos refiriendo, le fue reconocida y concedida por el Instituto Andaluz de la Mujer, sin que la misma reuniera los 
requisitos exigidos al no haberse acreditado expresamente tener especiales dificultades para obtener un empleo 
mediante informe del servicio público de empleo competente para ello.

Informe que por el propio Ministerio se califica de excepcional y cuya emisión tenía obligación el IAM de solicitar 
al organismo competente, sin que tuviera que solicitarlo ni aportarlo la propia interesada cómo lo corrobora el 
propio Servicio Público Andaluz de Empleo, dirección provincial de Málaga.

A nuestro juicio, el que se reconociera y otorgara a la interesada el derecho a percibir la ayuda económica aludida 
sin tener derecho a ello y en contra de la normativa aplicable, ha dado lugar a que se le requiera la devolución de 
lo indebidamente percibido más los correspondientes intereses que ha generado desde su percepción, lo que ha 
ocasionado un perjuicio que la interesada no ha debido de soportar. La perjudicada ha tenido que solicitar incluso 
un préstamo personal para poder pagar lo que le ha sido requerido, por cuanto que ha sido dicho organismo y no 
la reclamante, el causante de esta situación.

Conforme a la normativa de desarrollo de los artículos 9.2 y 106.2 de la Constitución, la administración 
autonómica y en concreto el IAM, está facultada para iniciar de oficio procedimiento de responsabilidad 
patrimonial en base a lo previsto en el artículo 65, apartado 1 de la Ley 39/2015, para lo que será necesario que 
no haya prescrito el derecho a la reclamación de la persona interesada al que se refiere el artículo 67, según el 
cual el derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se 
manifieste su efecto lesivo.

Por todo ello, a la fecha de cierre del presente Informe Anual al Parlamento de Andalucía, estamos elaborando 
Resolución acorde a las valoraciones realizadas.

También nuestra intervención en la queja 18/5081, tuvo un resultado positivo dado que, aunque tarde, le fue 
abonada a la reclamante la totalidad de la ayuda que iba aparejada a un curso de formación para mujeres víctimas 
de violencia de género.
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